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Ecuador: El estado de emergencia no puede justificar los abusos contra 

los derechos humanos 

 

 

El estado de emergencia no puede usarse como excusa para pasar por alto 

los derechos humanos fundamentales, ha dicho hoy Amnistía Internacional en 

una carta al presidente del Ecuador Jamil Mahuad Witt, que la semana pasada 

declaró el estado de excepción en todo el país. 

 

«Por excepcionales que sean las circunstancias, los homicidios arbitrarios, 

la tortura, los malos tratos y las detenciones arbitrarias son abusos que no 

pueden tolerarse», ha dicho la organización. 

 

Amnistía Internacional reconoce el deber de las autoridades de mantener 

la ley y el orden. No obstante, la organización las ha instado a  dejar claro a 

todos los que participan en la aplicación de las medidas de excepción –incluyendo 

a los comandantes de las diversas ramas de las fuerzas de seguridad y del 

sistema penitenciario– que los derechos humanos fundamentales han de ser 

respetados en todo momento. 

 

«El derecho a la vida, el derecho a no ser torturado y el derecho a la 

libertad de conciencia –consagrados en el derecho internacional humanitario– no 

pueden suspenderse en ninguna circunstancia», explica Amnistía Internacional. 

 

«La inclusión de garantías para los derechos humanos en la nueva 

Constitución de la República del Ecuador ha supuesto un paso importante hacia 

la creación de una cultura de derechos humanos en la sociedad ecuatoriana», 

prosigue la organización. 

 

 «Incluso en esta época de crisis la actuación de las autoridades debe 

adecuarse a los compromisos de su propia Constitución.» 



 

La carta de Amnistía Internacional –que se hará pública– menciona los 

abusos contra los derechos humanos que se han cometido en el Ecuador desde la 

llegada al poder del nuevo gobierno del president Mahuad, entre ellos: 

 

• el secuestro y homicidio del sindicalista Saúl Cañar Pauta, en noviembre de 1998;  

• el asesinato, el pasado mes de febrero, de tres personas, entre ellas los parlamentarios  de 

la oposición Jaime Hurtado y Pablo Tapia, del Movimiento Popular Democrático; 

• la situación de las personas actualmente detenidas como presuntos autores de los 

asesinatos, cuyos derechos Amnistía Internacional ha pedido se protejan; y  

• la amenaza de muerte proferida contra el parlamentario Káiser Arévalo, del partido de 

oposición Pachakutik - Nuevo País. 
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